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 Vistos los autos: “Recurso de hecho deducido por la defensa 

de Santos Clemente Vera en la causa Sandoval, Antonio Eduardo y 

otros s/ recurso de inconstitucionalidad”, para decidir sobre su 

procedencia. 

 Considerando: 

  1°) Que la Sala II del Tribunal de Juicio de Salta 

absolvió a Santos Clemente Vera de los delitos de robo con arma 

de fuego, dos hechos de abuso sexual agravado y dos homicidios 

calificados, por los que fuera oportunamente acusado.  

  Esa decisión fue recurrida ante la Sala III del 

Tribunal de Impugnación por el Fiscal y por uno de los 

acusadores particulares. Mientras que el primero requirió la 

anulación de la absolución y el reenvío para un nuevo juicio, el 

segundo solicitó su revocación y el dictado de una condena. La 

Sala III revocó la absolución de Vera y lo condenó a la pena de 

prisión perpetua como coautor de los mencionados delitos. Para 

ello sostuvo que se habían valorado indebidamente diversas 

pruebas, como la pericial, el alcance de lo declarado por los 

peritos en el debate, la credibilidad que correspondía otorgarle 

a los testigos de descargo de Vera, así como también las 

declaraciones incriminatorias del coimputado Lasi y la fuerza 

convictiva que cabía predicar de los gestos y expresiones 

adoptados en el careo practicado entre este y Vera. Al respecto, 

concluyó que “es ajustado a la sana crítica racional afirmar la 

participación material del referido acusado en los hechos 

Buenos Aires, 7 de diciembre de 2023



 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 
 

- 2 - 

investigados, en tanto concurren un conjunto de elementos de 

convicción de distinta naturaleza que han sido verificados”. 

  La defensa de Vera recurrió ese pronunciamiento ante 

la Corte de Justicia de la Provincia de Salta. Entre otros 

agravios, y en lo que aquí interesa, afirmó que el Tribunal de 

Impugnación carecía de competencia a los fines de dictar una 

sentencia condenatoria. En tal sentido sostuvo que, a tenor de 

sus fundamentos y de conformidad con la ley procesal local, 

debió haber anulado la sentencia absolutoria y devuelto el 

expediente al tribunal oral para la sustanciación de un nuevo 

juicio. Por su parte, el supremo local no hizo lugar al recurso 

de la defensa y confirmó la sentencia condenatoria. Afirmó que 

la intervención del Tribunal de Impugnación se fundaba en un 

“vicio in iudicando”, y no en uno “in procedendo”, circunstancia 

que lo habilitaba a casar la sentencia y aplicar directamente la 

ley (fs. 16/16 vta., del legajo del recurso de queja). Agregó 

que, por ese motivo, no correspondía reenvío alguno, ya que el 

caso no estaba alcanzado por lo previsto en el art. 551         

–inobservancia de normas procesales– del Código Procesal Penal 

provincial (ley 7690). 

  2°) Que la defensa del condenado interpuso un recurso 

extraordinario federal contra esa sentencia, cuya denegación dio 

lugar a la respectiva queja. El apelante sostuvo, entre otros 

agravios, que el Tribunal de Impugnación se había arrogado 

facultades propias del tribunal de juicio para resolver sobre la 

culpabilidad del acusado, las que fueron arbitrariamente 
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homologadas por el supremo local. Entendió que mediaba un 

apartamiento expreso del texto de la ley procesal, la que 

establece sus potestades y competencias. Señaló que, como 

consecuencia de lo resuelto, se lo privó injustificadamente de 

la realización de un nuevo juicio que asegure tanto la 

inmediación y la oralidad como la posibilidad de ser oído, lo 

que ocasionó una lesión a las garantías constitucionales del 

debido proceso y la del juicio previo. 

  3°) Que los argumentos para desestimar el fundado 

agravio de la defensa –relacionados con el exceso de 

jurisdicción en que habría incurrido el tribunal revisor al 

atribuirse la facultad de condenar al acusado, contrariando las 

normas locales de procedimiento– resultan dogmáticos y 

aparentes, afectando de modo directo el debido proceso y el 

derecho de defensa en juicio. 

  En ese sentido, el a quo omitió analizar 

exhaustivamente las normas locales de procedimiento que 

regulaban la cuestión, así como las consecuencias que acarreaba 

su interpretación frente a los agravios de la parte, eludiendo 

el asunto sin más fundamento que una descontextualizada cita 

doctrinaria y la invocación de jurisprudencia local que tampoco 

daba respuesta a la cuestión planteada.  

  En efecto, el art. 550 del Código Procesal Penal 

local –donde el a quo parece fundar la competencia del Tribunal 

de Impugnación para revocar una absolución y dictar una 
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sentencia condenatoria– regula los casos de inobservancia o 

errónea aplicación de la ley sustantiva y dispone que, aun en 

esos casos, y siempre que se revoque una absolución, procederá 

el reenvío. Por su parte, el art. 551 del citado código 

contempla los casos de inobservancia de las normas procesales, y 

determina que anulada la sentencia deberá reenviarse el 

expediente para una nueva sustanciación. Como se desprende de lo 

anterior, no solo debía justificarse por qué motivo este era un 

caso de “violación de la ley sustantiva”, sino que la indicación 

del legislador provincial resultaba clara: aun en ese caso, y al 

revocarse una absolución, procedía el reenvío. 

  4°) Que, por otro lado, tampoco puede desprenderse la 

competencia en cuestión de los términos de Fallos: 328:3399 

“Casal” –tal como parece surgir de uno de los fallos citados en 

la sentencia apelada–, ya que tal precedente se limitó a 

precisar los alcances del derecho del imputado a la revisión 

amplia de la sentencia condenatoria.  

  Es oportuno citar que esta Corte tiene dicho que la 

primera fuente de exégesis de la ley es su letra, y cuando esta 

no exige esfuerzo de interpretación debe ser aplicada 

directamente, con prescindencia de consideraciones que excedan 

las circunstancias del caso expresamente contempladas por la 

norma, ya que de otro modo podría arribarse a una interpretación 

que, sin declarar la inconstitucionalidad de la disposición 

legal equivaliese a prescindir de su texto (Fallos: 313:1007; 

321:1434; 323:3139; 326:4909, entre otros). 
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  Se sigue de lo expuesto que los argumentos de la 

sentencia apelada para desestimar un agravio conducente a la 

solución del caso –como es la alegada falta de competencia del 

tribunal revisor para revocar la absolución y dictar una 

sentencia condenatoria- resultan aparentes, por lo que tal 

resolución, en tanto se apoya en conclusiones dogmáticas e 

inferencias sin sostén jurídico o fáctico, debe ser dejada sin 

efecto (conf. doctrina de Fallos: 322:2880; 330:4983; 339:1483, 

entre muchos otros).  

  5°) Que si bien es cierto que, como regla, las 

decisiones de índole procesal y de derecho público local que 

declaran la improcedencia de los recursos deducidos por ante los 

tribunales provinciales no justifican el otorgamiento de la 

apelación extraordinaria –en virtud del debido respeto a las 

atribuciones de las provincias de darse sus propias 

instituciones y regirse por ellas (art. 122 de la Constitución 

Nacional; Fallos: 324:2672, entre muchos)– cabe hacer excepción 

a este principio cuando el pronunciamiento apelado no constituye 

derivación razonada del derecho vigente con arreglo a las 

circunstancias comprobadas de la causa, y frustra la vía 

utilizada por el justiciable sin fundamentación idónea o 

suficiente, lo que se traduce en una violación de la garantía 

del debido proceso y la defensa en juicio consagrados en el art. 

18 de la Constitución Nacional (Fallos: 315:2757; 316:3013; 

327:608; 329:2897; 329:3673; 329:5628; 330:4049; 330:4841; 
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330:4930; 331:1090; 333:1273; 340:1283; 342:1203 y 343:625, 

entre otros), tal como se ha constatado en el caso.  

  Por lo dicho, no debe verse en el sentido de este 

pronunciamiento una injerencia indebida de esta Corte en una 

cuestión de índole local, pues en realidad lo que se está 

decidiendo es que se respete la normativa procesal vigente, 

dictada por la propia provincia en ejercicio de sus facultades 

constitucionales. 

  6°) Que de conformidad con lo hasta aquí 

desarrollado, habiendo tratado en primer lugar los agravios que 

atañen a la arbitrariedad y constatado su ocurrencia, resulta 

inoficioso pronunciarse respecto de los demás agravios 

formulados por el recurrente (Fallos: 312:1034; 318:189; 

319:2264; 330:4706 y 339:683, entre otros).  

 Por ello, oído el señor Procurador General de la Nación 

interino, se hace lugar a la queja, se declara procedente el 

recurso extraordinario y se deja sin efecto la sentencia 

apelada. Agréguese la queja al principal. Vuelvan los autos al 

tribunal de origen para que, por quien corresponda, se dicte un 

nuevo fallo con arreglo al presente. Notifíquese y, 

oportunamente, devuélvase. 
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Recurso de queja interpuesto por Santos Clemente Vera, asistido por el Dr. 

José Humberto Vargas, con el patrocinio del Dr. Manuel Garrido.  

Tribunal de origen: Corte de Justicia de la Provincia de Salta. 

Tribunales que intervinieron con anterioridad: Sala III del Tribunal de 

Impugnación Penal y Tribunal de Juicio –Sala II- de la Provincia de Salta. 
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